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1. ASUNTO A DECIDIR.

Se resuelve lo concerniente al recurso de apelación presentado por el delegado de la FGN, contra la decisión del 13 de junio de 2016 adoptada por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira en la cual se declaró ilegal la captura del señor Juan Carlos Vallejo Hernández. 
2. ANTECEDENTES
2.1 Con el fin de tener un panorama más amplio sobre la situación jurídica del señor Juan Carlos Vallejo Hernández, es imperioso realizar un recuento de lo acontecido dentro de las diligencias que se adelantan en contra de ese ciudadano, con base en lo obrante en el cuaderno principal del proceso y del cuaderno de “vigilancia provisional de pena”, el cual se resume de la siguiente manera:  

· El Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira adelantó en contra del señor Juan Carlos Vallejo Hernández el proceso radicado con el Nro. 66001 60 00 036 2010 054 00, por los delitos de receptación, hurto calificado y concierto para delinquir. 

· El día 15 de abril del año en curso el titular de ese despacho celebró la audiencia de juicio oral (folio 179 c. principal), en la que se anunció que el sentido del fallo sería de carácter condenatorio, motivo por el cual el juez de primera instancia expidió la orden de captura Nro. 290009697, y como observación general indicó que “se emite sentido de fallo condenatorio” (folio 180 c. principal). 

· Mediante sentencia del 22 de abril del año en curso (folio 183-193) el juez quinto penal del circuito de Pereira condenó al señor Juan Carlos Vallejo Hernández a la pena de 8 años y 3 meses de prisión y multa de 50 smlmv, como coautor de los delitos de hurto calificado y receptación agravada. En dicho proveído se denegó al acusado el subrogado de ejecución condicional de la pena y la prisión domiciliaria (folio 183-193 C. principal). 
· Ese fallo fue recurrido por la apoderada judicial del acusado y se encuentra en este despacho para desatar el recurso interpuesto.  
· En cumplimiento a lo dispuesto en la orden en captura en comento, el día sábado 11 de junio de 2016, miembros de la Policía Nacional aprehendieron al señor Juan Carlos Vallejo Hernández, a quien pusieron a disposición del juez quinto penal del circuito de Pereira el día lunes 13 de junio de 2016, para tal fin los gendarmes allegaron copias de los siguientes documentos: i) informe de investigador de campo FPJ9  referente al proceso de captura del procesado; ii) acta de derechos del capturado; iii) oficio  S-2016-OK/01/SIJIN-GIVDI-25.10 del 11 de junio de 2016 de solicitud de antecedentes; iv) oficio S-2016-312563/SIJIN-GRIAC-1.9 a través del cual se da respuesta al requerimiento de antecedentes; v) orden de captura Nro. 290009697; y vi) cédula de ciudadanía del señor Juan Carlos Vallejo Hernández (folio 1-9 C. “vigilancia provisional de la pena”).  
3. LA DECISIÓN OBJETO DE RECURSO
3.1 Una vez el señor Juan Carlos Vallejo Hernández fue puesto a disposición del Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, el titular de ese despacho a través auto del 13 de junio del año en curso, dispuso declarar la inconstitucionalidad de la captura del acusado, con base en los siguientes argumentos: 

· Con base en lo dispuesto en los artículos 28  de la Constitución Política, 2º y 208 de la Ley 906 de 2004, adujo que el término de 36 horas establecido en dichas normas debe interpretarse de manera restrictiva, y que por tanto el mismo operaba tanto para aquellos casos de capturas en flagrancia como para las aprehensiones en las que mediara una orden de un juez de control de garantías o de conocimiento, afirmando que la única excepción a esos mandatos se daba frente a las capturas en altamar.  
· Transcribió apartes de la sentencia C-230 de 2012 de la Corte Constitucional para indicar que esa Corporación ha sido reiterativa respecto al término para poner a una persona detenida a disposición de un juez, señalando que en el caso del señor Juan Carlos Vallejo Hernández fue presentado superadas las 36 horas de su aprehensión, por lo que consideró que dicho procedimiento era inconstitucional. 
· En consecuencia dispuso la libertad del señor Vallejo Hernández y la expedición de una nueva orden de captura en su contra. 
3.2 La decisión fue recurrida por el delegado de la FGN.
4. LOS RECURSOS INTERPUESTOS.

4.1 FGN (recurrente)
· A su modo de ver la captura de Juan Carlos Vallejo Hernández se ajustó a  la Constitución Nacional y a la ley,  ya que se fundó en una orden expedida por autoridad competente, la cual contenía las formalidades y motivos legales, y porque se ajustó al artículo 28 de la CN y a la normas procedimentales que desarrollan dicho precepto, las cuales fueron indebidamente interpretadas por parte del A quo. 
· El artículo 28 de la CP consagra el principio fundamental de la libertad, el cual tiene su excepción cuando existe orden escrita de autoridad competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. En inciso 2º de este artículo establece un término de 36 horas para que la persona detenida preventivamente sea puesta a disposición del Juez competente. 

· La detención preventiva es opuesta a aquella donde a la persona le ha sido resuelta definitivamente su situación jurídica, esto es, donde se ha proferido sentencia por parte de un juez, tal y como lo dispone el artículo 298 del CPP, que establece que el término de 36 horas aludido no se aplica en los casos en los que el capturado es aprehendido para el cumplimiento de la sentencia, el cual deberá ser puesto a disposición del juez de conocimiento. 
· A la regla de la legalidad de la captura ante un juez de control de garantías dentro de las 36 horas siguientes de la aprehensión, existen dos excepciones, una es la referente a las capturas en altamar, y la otra en los casos donde existe orden judicial para el cumplimiento de la sentencia, para lo cual el detenido debe ser puesto a disposición del juez que dictó el fallo.
· En el presente asunto el señor Juan Carlos Vallejo Hernández no fue detenido preventivamente, sino en virtud de una orden de captura con ocasión de una sentencia condenatoria dictada en su contra, que tiene mayor trascendencia que cualquier otro tipo de decisión y goza de la presunción de acierto y legalidad, aun siendo recurrida. 
· La misma ley permite la captura con el sentido del fallo y de considerarse necesaria, conforme al artículo 451 del CPP. 
· Aunado a lo anterior se debe tener en cuenta que durante la vacancia judicial y los fines de semana los jueces de conocimiento no laboran, motivo por el cual se debe entender que la recepción del detenido para cumplir sentencia será a la brevedad posible, al día hábil siguiente a la vacancia judicial. 
· El legislador consideró que al existir una sentencia resultaba innecesaria la actuación ante un juez de garantías, en lo relativo al control de la captura. 
· La Corte Constitucional en sentencia C-239/12 hizo referencia a la necesidad de legalizar la captura en los eventos en que debe intervenir el juez de control de garantías; esto es, cuando se da la situación de flagrancia, cuando existe un requerimiento judicial durante la investigación o juicio, y la captura excepcional por orden de la FGN. Sin embargo, en dicha providencia no se involucró o decidió como objeto de ese control de garantías el evento de excepción del parágrafo 1º del artículo 298 del CPP,  en cuanto refirió expresamente que no se aplicaba esa regla general al capturado para el cumplimiento de la sentencia, a pesar que se hizo mención al mismo como parte de la norma acusada (ítem 3.6.1 Alcance normativo del precepto...y 41.3).
· No se puede pretender que las personas detenidas con fundamento en una sentencia sean puestos a disposición de un juez diverso al que profirió la condena: primero porque la norma dispone expresamente que será ante el Juez de conocimiento (en cuyo poder reposa la carpeta, el registro de la sentencia y cualquier novedad frente a la orden expedida) y, segundo, porque ello no está regulado ni establecido en los respectivos actos de creación y funciones del Centro de Servicios Judiciales, ya que estos Jueces cumplen básica y primordialmente funciones de control de Garantías y administrativas frente a su funcionamiento y por ende un asunto de aquella naturaleza les es ajeno.
· Se debe revocar la decisión objeto del recurso y declarar que la captura del condenado Juan Carlos Vallejo Hernández fue legal y constitucional, fuera de que hubo causa justa y razonable para que el término de presentación del informe y del capturado fuera el lunes siguiente.  
· Finalmente solicitó que revocara el numeral 5º de la providencia recurrida  en consideración a la buena fe con que actuaron los policiales frente a la práctica judicial en casos similares, al punto incluso, que el mismo sábado 11 de junio consultaron al Fiscal sobre la efectiva expedición de esa orden de captura, quien a su vez puso en conocimiento de la Secretaria del juzgado sobre la aprehensión del señor Vallejo, ya que la compulsa de copias para una investigación genera desasosiego o incertidumbre e incluso algunas connotaciones secundarias, por ello una orden en tal sentido debe estar suficientemente fundamentada en una situación que se evidencie o insinúe irregular, al menos objetivamente, lo cual no se avizora dentro de las presentes diligencias, pues sólo se evidencia una decisión de libertad con base en una interpretación constitucional particular o excepcional por parte del juez de primera instancia. 
4.2 Defensora (no recurrente)

· A su modo de ver el término de 36 horas establecido por el legislador es el necesario para definir la situación de una persona y por eso atendiendo el mandato del artículo 28 de la CP, el artículo 298 del CPP, la jurisprudencia de la Corte Suprema y las disposiciones de los Tratados Internacionales suscritos por Colombia. Ese lapso no puede ser superado bajo ninguna circunstancia, y mucho menos dejar de verificar las condiciones de la captura en lo que tiene que ver con el respeto por sus derechos fundamentales y el trato del sentenciado al momento de ser capturado.
· La intención del legislador es que exista un término para la legalización de la captura, el cual debe ser mínimo, y sin dilaciones, motivo por el cual el desconocimiento de ese mandato desconoce el derecho al debido proceso. 
· Solicitó la confirmación de la decisión del juez quinto penal del circuito de Pereira, porque efectivamente y sin justificación alguna los funcionarios de la SIJIN tardaron más de 36 horas en poner a disposición de las autoridades judiciales al señor Juan Carlos Vallejo Hernández. 

5. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

6.1  Esta Sala es competente para  conocer del recurso interpuesto, con base  en lo dispuesto en el artículo 34 de la ley 906 de 2004
, el cual fue formulado por el delegado de la FGN.
 6.2 Problema jurídico a resolver: La Sala debe pronunciarse sobre el grado de acierto de la decisión de primera instancia, donde se decretó de ilegalidad de la aprehensión del señor Juan Carlos Vallejo Hernández, fundada en una orden de captura proferida por el juez quinto penal del circuito de Pereira en contra de ese ciudadano para el cumplimiento de una sentencia condenatoria de 8 años y 3 meses de prisión, por los delitos de hurto calificado y receptación agravada. 
6.3 La Constitución Política establece en su artículo 28 que toda persona es libre y no puede ser molestada, ni reducida a prisión o arresto, ni detenida, ni su domicilio registrado, excepto cuando exista un mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales,  y por motivo previamente definido en la ley.  
Esa misma norma indica que la persona que ha sido detenida preventivamente debe ser puesta a disposición del juez competente dentro de las 36 horas siguientes, con el fin de que ese funcionario adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. 

6.4 Frente al mandato del artículo 28 de la CP, la Corte Constitucional en sentencia C-580 de 2002 estableció lo siguiente: 
 
“Las reglas contenidas en los dos primeros incisos van encaminadas a preservar la legalidad del procedimiento mediante el cual se priva materialmente a una persona de su libertad.  Es decir, se restringe la forma como el Estado puede ejercer dicha actividad.  Entre tanto, las garantías contenidas en el último inciso restringen en alguna medida los motivos por los cuales el Estado puede privar de la libertad a las personas –al prohibir la detención, prisión y el arresto por deudas-, y la vigencia temporal de las decisiones a través de las cuales puede ejecutar materialmente la decisión de privar de la libertad a una persona, en particular, a través de las penas y las medidas de seguridad.
 
Como se ve, salvo la prohibición de detención, prisión y arresto por deudas, las reglas contenidas en el artículo 28 van encaminadas principalmente a regular directamente la actividad material del Estado, determinando la forma y el alcance de su potestad para privar de la libertad a las personas.  Es decir, la regulación constitucional contenida en el artículo 28 va dirigida principalmente a las autoridades encargadas de llevar a cabo físicamente las decisiones mediante las cuales se ejerce esta actividad.  Salvo, claro está, la prohibición de detención, prisión y arresto por deudas, que se dirige principalmente a restringir la actividad del legislador.  Con todo, esta prohibición también actúa indirectamente como un mecanismo de protección frente a las autoridades que cumplen materialmente las decisiones de privación de la libertad, proscribiendo su ejecución, al margen de lo que dispongan las autoridades que las dictaron y las demás normas del ordenamiento jurídico. 

(…)

De lo expuesto, se puede concluir que las reglas contenidas en el artículo 28 constitucional tienen como objetivo básico constituir una serie de garantías para preservar la libertad individual, regulando la actividad de quienes dispones de los medios de coerción necesarios para limitar dicho derecho.  En relación con este aspecto, la Corte ha sostenido que es la propia Constitución la que establece que nadie puede ser privado de su libertad salvo la forma y los casos previstos en la ley, los que deben estar contemplados de manera previa, atendiendo el principio de legalidad. Al respecto, en la sentencia C-327 de 1997[15] se indicó.
 
“[C]abe anotar que la norma comentada contempla el derecho de todos a no ser privados de la libertad sino en la forma y en los casos previstos en la ley, de donde surge que la definición previa de los motivos que pueden dar lugar a la privación de la libertad es una expresión del principio de legalidad, con arreglo al cual es el legislador, mediante la ley, el llamado a señalar las hipótesis en que tal privación es jurídicamente viable.
(…)
Se deduce de lo expuesto que el constituyente no concibió la libertad individual a la manera de un derecho absoluto, inmune a cualquier forma de restricción; todo lo contrario, fluye del propio texto superior que en determinados casos en que tal limitación tenga lugar han de venir fijados por la ley, siendo claro, en consecuencia, que tratándose de la libertad personal la Constitución Política establece una estricta reserva legal.
(…)
Sin embargo, esa libertad del legislador, perceptible al momento de crear el derecho legislado, tiene su límite en la propia Constitución que, tratándose de la libertad individual, delimita el campo de su privación no sólo en el artículo 28, sino también por virtud de los contenidos del preámbulo que consagra la libertad como uno de los bienes que se debe asegurar a los integrantes de la nación; del artículo 2º que en la categoría de fin esencial del Estado contempla el de garantizar la efectividad de los principios, y de los derechos consagrados en la Constitución, a la vez que encarga a las autoridades de su protección y del artículo 29, que dispone que toda persona ‘se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable’ y que quien sea sindicado tiene derecho ‘a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas’.”
(…)

Así pues, aún cuando el derecho a la libertad no es absoluto es claro que su limitación tampoco ha de tener ese carácter y, por lo tanto, el legislador, al regular los supuestos en los que opere la restricción del derecho, debe observar criterios de razonabilidad y proporcionalidad que fuera de servir al propósito de justificar adecuadamente una medida tan drástica, contribuyan a mantener inalterado el necesario equilibrio entre las prerrogativas en qué consiste el derecho y los límites del mismo.”[16].
Todo lo anterior se encuentra en armonía con lo dispuesto en los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, por medio de los cuales se estructura el reconocimiento y protección del derecho a la libertad, a la vez que se admite una precisa y estricta limitación de acuerdo con los fines del Estado. Así por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado mediante la Ley 74 de 1968 establece:“Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por la ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta...”; en igual sentido la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, ratificada por la Ley 16 de 1972 precisa: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a las seguridad personal. 2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las constituciones políticas de los Estados o por las leyes dictadas conforme a ellas”.
 
Haciendo una interpretación sistemática de lo expuesto se desprende que el derecho a la libertad individual está reconocido constitucionalmente y para que una autoridad judicial pueda privar de la libertad a un individuo es necesario que existan motivos fundados que, ponderados, prevalezcan sobre el interés de garantizar la libertad en el caso concreto. 
 
En tal medida se puede concluir que el derecho a la libertad no obstante su consagración constitucional no es absoluto, de acuerdo a lo previsto en el artículo 28 de la Constitución, y como reiteradamente lo ha considerado esta Corporación[17], en la medida que en determinados casos es posible la privación o la restricción de la libertad personal, sin embargo estas circunstancias no pueden ser arbitrarias[18].”
6.5 El derecho a la libertad provisional fue consagrado en el la Ley 906 de 2004 como un principio rector y una garantía procesal
.
6.6 Como ya se advirtió el derecho a la libertad no es absoluto, motivo por el cual la norma procedimental penal en su título IV capítulo I de la Ley 906 de 2006 hace referencia al régimen de la libertad y su restricción. 

6.7 El artículo 296 Ibídem señala que una de las finalidades de la restricción a la libertad es la del cumplimiento de la pena. 
6.8 Por su parte el artículo 298 del CPP indica los requisitos formales que debe contener la orden escrita de captura y su vigencia. 

El parágrafo 1º de esa norma señala dos eventos diferentes en los que media la orden de captura: el primero de ellos se refiere a aquellos casos en los que la orden de aprehensión fue expedido por el juez de control de garantías, caso en el cual el detenido debe ser puesto a disposición de un funcionario de dicha categoría dentro de las 36 horas siguientes a su arresto a efectos de que efectúe el control de legalidad frente al procedimiento. Sin embargo, esa misma disposición establece que dicha situación no opera cuando el mandato de captura fue expedido para el cumplimiento de una sentencia. 
6.9 Solución al caso concreto 
6.9.1 De conformidad con lo obrante en el cuaderno “vigilancia provisional de la pena”, se tiene que el día sábado 11 de junio de 2016, miembros de la Policía Nacional capturaron al señor Juan Carlos Vallejo, en cumplimiento a lo dispuesto en la orden de captura Nro. 290009697 expedida por el juez quinto penal del circuito de esta ciudad, en consideración a que dentro del proceso radicado con el Nro. 66001 60 00 036 2010 05400 00 se había emitido sentido de fallo de carácter condenatorio en contra del citado ciudadano. 

Sobre la aprehensión del acusado, se tiene que se fundamentó en la orden de captura antes señalada, y que en dicho acto se le dieron a conocer sus derechos en su calidad de detenido, firmando en constancia el acta de derechos obrante a folio 4 del cuaderno de “vigilancia provisional de la pena”. 

El día lunes 13 de junio de 2016, a las 10:00 a.m., los patrulleros  de la Policía Nacional Juan David Quintero y Jan Francois Aguirre, se hicieron presentes en el Juzgado Quinto Penal del Circuito para dejar a disposición de ese despacho al señor Juan Carlos Vallejo Hernández, quien de conformidad con lo plasmado en la constancia obrante a folio 10 del mismo expediente, adujo que había sido enterado de los motivos de su captura, que tuvo la oportunidad para informar de su aprehensión, y que recibió un buen trato por parte de la autoridad que lo detuvo. También aseguró que su detención ocurrió el día sábado entre las 4 y 4:30 de la tarde. 

En consideración a que el lapso que había transcurrido entre la captura del señor Vallejo Hernández y el momento en el que fue puesto a disposición del juez de conocimiento, había superado las 36 horas, el A quo decretó la inconstitucionalidad de su captura.   

6.9.2 En el asunto puesto en conocimiento de esta Sala se advierte que el juez quinto penal del circuito de Pereira, en el desarrollo del juicio oral que se adelantó en contra del señor Juan Carlos Vallejo Hernández, y en cumplimiento a lo previsto en el artículo 446 del CPP anunció que el sentido del fallo sería condenatorio, y en razón a lo dispuesto en el artículo 450 Ibídem dispuso la expedición de la respectiva orden de captura del acusado. 

6.9.3 Es oportuno reiterar, que de conformidad con las normas en cita, frente a la detención de la cual fue objeto el procesado no operaba la regla general referente al sometimiento de verificación de la legalidad de la captura ante un juez de control de garantías, pues dentro del caso de la referencia existía un anuncio del sentido del fallo de carácter condenatorio, el cual fue el fundamento para que el A quo procediera a expedir la orden de aprehensión en contra del señor Vallejo Hernández, la cual fue reiterada en la sentencia que se dictó el 22 de abril de 2011. 
Lo anterior quiere decir que como la captura del señor Vallejo Hernández tenía como fin el cumplimiento de la pena que se le impuso, no se requería un control sobre la legalidad del procedimiento de su detención, dentro de las 36 horas  siguientes a su aprehensión, teniendo en cuenta que de conformidad con lo previsto en el inciso segundo del parágrafo 1º del artículo 298, dicha actuación no era necesaria en el caso concreto, pues sólo se requiere que la persona que es capturada para el cumplimiento de una sentencia sea puesto a disposición del juez de conocimiento. 
6.9.4 En el asunto sub judice, los miembros de la Policía Nacional que dieron captura al acusado dejaron constancia en el sentido de que la misma ocurrió el día sábado 11 de junio de 2016, y para esta Sala resulta apenas entendible y razonable que esos funcionarios hubieran puesto a disposición del despacho de conocimiento al señor Juan Carlos Vallejo Hernández, al día hábil siguiente de su detención, esto es el día lunes 13 de junio de 2016, pues la norma en comento indica que es ante ese funcionario que se debe presentar el detenido, toda vez que es el competente para expedir la respectiva orden de encarcelamiento y de la cancelación de la orden de captura proferida en contra del procesado. 
6.9.5 No es propio hablar en el presente asunto de una prolongación ilegal de los términos tal y como lo hizo juez de conocimiento en la decisión de primera instancia, puesto que el artículo 298 del CPP es claro en advertir que ese lapso es exigible e improrrogable frente a aquellas capturas que deban legalizarse ante un juez con funciones de control de garantías, más no cuando se trata de una orden de aprehensión para cumplir una sentencia. 
6.9.6 Para esta Corporación los agentes que pusieron a disposición del juzgado de primera instancia al acusado, dieron cumplimiento a lo normado en el precitado artículo 298 del CPP dentro de un término prudente, esperando a que el juez de conocimiento se reintegrara a su funciones luego del descanso del fin de semana, pues era este el encargado de llevar a cabo el procedimiento respectivo en aras de remitir al capturado al centro penitenciario con el objeto de dar cumplimiento a la sentencia emitida en su contra. 

6.9.7 Sobre la captura para el cumplimiento de un fallo condenatorio, en un caso similar al presente, la SP de la CSJ, mediante providencia del  7 de mayo de 2015, proferida dentro de la acción de habeas corpus radicada con el Nro. 45951, expuso lo siguiente: 
“1. Ciertamente, Iván Leonardo Ríos fue aprehendido en flagrancia el pasado 30 de abril por la supuesta comisión de un delito de tráfico de estupefacientes, en razón de lo cual fue presentado ante el Juez 32 Penal Municipal con Función de Control de Garantías al día siguiente, esto es dentro del lapso constitucional y legal de 36 horas; de ese modo se celebró audiencia para legalizar su aprehensión, formularle imputación por el citado delito y disponer su liberación a consecuencia de que la Fiscalía retirara su petición de medida de aseguramiento.

En dichas circunstancias es incuestionable que, como lo señaló el a quo, frente a tal episodio no se revela situación alguna que configure una vulneración de la prerrogativa a la libertad, mucho menos cuando la excarcelación fue allí ordenada, toda vez que además de que la aprehensión se produjo en flagrancia, fue llevado ante el correspondiente juez en el tiempo constitucional y legalmente señalado.

2. También es cierto que a pesar de haberse ordenado su libertad inmediata por razón de ese ilícito, continuó privado de ella pero esta vez con sustento en orden de captura expedida por autoridad competente para que purgara una sentencia de condena a 10 meses de prisión por el punible de constreñimiento ilegal, por manera que, siguiendo 3 días inhábiles, fue puesto a disposición de dicho funcionario sólo hasta el hábil siguiente, esto es el 4 de mayo de 2015 y obviamente sobrepasando un lapso de 36 horas.

En esos términos el a quo entiende que no hay lesión al derecho invocado en la medida en que el ordenamiento excepciona tal situación de la exigencia temporal, al paso que el accionante estima que de todas maneras debe considerarse ese plazo para ser dejado a disposición de la autoridad que lo requiere.

Así planteada la controversia, no cabe duda que la decisión impugnada ha de ser confirmada habida consideración que el artículo 298 de la Ley 906 de 2004, parágrafo 1º, modificado por el 56 de la Ley 1453 de 2011, prescribe que “la persona capturada en cumplimiento de orden judicial será puesta a disposición de un Juez de Control de Garantías en el plazo máximo de treinta y seis (36) horas para que efectúe la audiencia de control de legalidad, ordene la cancelación de la orden de captura y disponga lo pertinente con relación al aprehendido. Lo aquí dispuesto no se aplicará en los casos en que el capturado es aprehendido para el cumplimiento de la sentencia, caso en el cual será dispuesto a disposición (sic) del juez de conocimiento que profirió la sentencia”.

Lo anterior significa que si bien la regla general es la de que el aprehendido por virtud de orden judicial debe ser dejado a disposición del juez de control de garantías dentro de un periodo de 36 horas, tal postulado legal admite excepciones que el mismo ordenamiento prevé como acontece en efecto cuando la orden de aprehensión lo es para ejecutar la sentencia, como que en tal evento, que es el acá examinado, ya no se pone a disposición del juez de control de garantías, ni debe obviamente efectuarse ante éste audiencia de control de legalidad de la captura, ni tampoco impera el lapso mencionado de 36 horas.” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
6.9.8 Lo anteriormente enunciado permite inferir que no le asistió razón al Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad al declarar inconstitucional la aprehensión del señor Juan Carlos Vallejo Hernández, ya que dicho procedimiento se dio en cumplimiento a la orden de captura expedida para el cumplimiento de una sentencia, atendiendo lo normado en el parágrafo 1º del artículo 298 del CPP. 
6.9.9 Advierte este cuerpo colegiado que luego de la declaratoria de ilegalidad de la captura del señor Juan Carlos Vallejo Hernández, el A quo dispuso la cancelación de la orden de captura Nro. 290009697 que sirvió como fundamento para su aprehensión, y ordenó la expedición de una nueva orden de arresto en contra del procesado (Orden de captura Nro. 290009699), que viene a ser una reiteración de lo que se había ordenado en la sentencia de primera instancia. 

6.9.10 Como en el caso sub examen se expidió una nueva orden de captura en contra del acusado que debe tener plena vigencia para asegurar el cumplimiento del fallo, asunto que no fue impugnado por el fiscal que funge como recurrente, se considera que se debe mantener vigente ese mandato de aprehensión.  
Por lo anterior se revocará parcialmente la decisión objeto de estudio, dejando incólume únicamente el numeral cuarto de la parte resolutiva de la providencia impugnada,  referente a la expedición de una nueva orden de captura en contra del señor Juan Carlos Vallejo Hernández para el cumplimiento de la sentencia condenatoria que se le impuso. 
6.9.11 Finalmente se debe establecer que de conformidad con lo previsto en el artículo 177 del  CPP
, el A quo ya había perdido competencia funcional para realizar un control sobre la legalidad del procedimiento de detención del sentenciado con base en el término de 36 horas establecido en las normas aludidas para poner al capturado a disposición de la autoridad competente, atendiendo lo previsto en el artículo 154 del CPP, máxime cuando el artículo 36 Ibídem establece la competencia funcional de los jueces penales del circuito, la cual es extensiva a lo dispuesto en el artículo 40 de esa misma norma, que no establece que dichos funcionarios se encuentren facultados para ejercer el control de garantías en primera instancia, pues frente a tales asuntos únicamente conocen de los recursos de apelación contra los autos proferidos por los jueces que despliegan dicha función, según el numeral 1º del citado artículo 36 de la Ley 906 de 2004. 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE la decisión proferida por el juez quinto penal del circuito de Pereira el 13 de junio de 2016, mediante la cual declaró la ilegalidad de la captura del señor Juan Carlos Vallejo Hernández y ordenó compulsar copias con destino a la oficina de control disciplinario de la Policía Nacional a efectos de que fueran investigados los patrulleros Juan David Quintero y Jean Francois Aguirre Ospina. 

SEGUNDO: DEJAR INCÓLUME únicamente el numeral cuarto de la parte resolutiva de la providencia impugnada,  referente a la expedición de una nueva orden de captura en contra del señor Juan Carlos Vallejo Hernández para el cumplimiento de la sentencia condenatoria. 
TERCERO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

Magistrado
�  Artículo 34. De los tribunales superiores de distrito. “Las salas penales de los tribunales superiores de distrito judicial conocen: 1. De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que en primera instancia profieran los jueces del circuito y de las sentencias proferidas por los municipales del mismo distrito.”


� Art. 2 Ley 906 de 2006. ARTÍCULO 2o. LIBERTAD. <Artículo modificado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1142_2007.html" \l "1" �1� de la Ley 1142 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie podrá ser molestado en su persona ni privado de su libertad sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos previamente definidos en la ley.


El juez de control de garantías, previa solicitud de la Fiscalía General de la Nación, ordenará la restricción de la libertad del imputado cuando resulte necesaria para garantizar su comparecencia o la preservación de la prueba o la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. Igualmente, por petición de cualquiera de las partes, en los términos señalados en este código, dispondrá la modificación o revocación de la medida restrictiva si las circunstancias hubieren variado y la convirtieren en irrazonable o desproporcionada. 


<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> En todos los casos se solicitará el control de legalidad de la captura al juez de garantías, en el menor tiempo posible, sin superar las treinta y seis (36) horas siguientes.





� “ARTÍCULO 177. EFECTOS. <Artículo modificado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1142_2007.html" \l "13" �13� de la Ley 1142 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> La apelación se concederá:


En el efecto suspensivo, en cuyo caso la competencia de quien profirió la decisión objeto de recurso se suspenderá desde ese momento hasta cuando la apelación se resuelva:


1. La sentencia condenatoria o absolutoria…”





Página 1 de 1

